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INTRUDUCCIÓN 

El juez como individuo se enmarca den-
tro de una estructura social determinada for-
mando parte integrante de una institución so-
cial concreta: el Poder Judicial con fines
específicos en una sociedad. ¿Determinan en al-
gún modo, su proceder o cualquier otro proce-
der o no, ese tipo de instituciones? 

Básicamente el papel del juez se en-
cuentra delimitado por tres tipos sencillos de
roles que tiene que cumplir conjuntamente,
no siempre simultáneamente, pero que están
presentes en la determinación de muchas de
las diversas actividades que él despliega. Los
de tipo laboral, los que le asignan o atribu-
yen por el cargo funciones públicas, y las de-
rivadas directamente de sus actividades ma-
teriales o intelectuales concretas que ejecuta
para llevar a cabo su función jurisdiccional,
esto, es la aplicación del Derecho. Es decir,
es un dependiente salarial, un delegado de

poderes y deberes y un técnico en las pala-
bras jurídicas1. 

Cada uno de ellos no es contradictoria o
incompatible entre sí, mientras no prevalez-
can los intereses que tenga el juez, en uno de
ellos, sobre otro o dejar de ejecutar “como de-
be” alguno de ellos. Ese “como debe” lo que
quiere señalar es que para cada tipo de papel,
como empleado público, como funcionario
público o como técnico de las leyes, hay una
serie de reglas que gobiernan su estructura,
funcionamiento y desempeño en la obtención
de ciertos fines que con la ejecución de las di-
rectrices que regulan cada rol, se obtienen o
intentan obtener.
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1 Más sencillo: el de empleado, el representante ins-
titucional y el de técnico intelectual especializado
(obsérvese que no indiqué intelectual técnico espe-
cializado, sino técnico intelectual especializado,
dado que tales nomenclaturas son muy distintas.)
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Lo único que se quiere resaltar es el he-
cho de que la actividad científica jurídica, se
encuentra rodeada por una diversidad de situa-
ciones de otra índole. ¿Modifican algunas de
ellas, una práctica racional de fundamentación
y argumentación de las conclusiones? Si se
¿modifican también muchas de las situaciones
actuales que no fomentan la actividad científi-
ca, se pueden asentar algunas (¡no todas por
supuesto!) prácticas científicas en sentido es-
tricto en el campo jurídico?

LAS CONDICIONES SOCIALES DEL JUEZ

En concreto, ¿Hay alguna situación
que afecta un despliegue de las actividades ra-
cionales? ¿Positiva o negativamente? ¿Cuáles?
Veamos algunos ejemplos.

1) Laboralmente: el juez es un funciona-
rio público, combinación de empleado o servi-
dor del estado con órgano representante del
mismo y que desempeña una de las funciones
del Estado, la función jurisdiccional. Ubicado
en una estructura jerárquica y especializada de
funciones y competencias no tendría que pen-
sarse, en el más amplio de los sentidos que,
cualquier remuneración económica mayor o
menor que reciba e influya en el desempeño de
su actividad (No se le va a hacer caso a las ab-
surdas leyes económicas que rezan que “si se
aumenta el ingreso de un trabajador ese será
más productivo ya que empleará sus ingresos
en medios o capacitación que lo hará más efi-
ciente”. Esos disparates no funcionan ni aquí ni
en muchos sectores de la vida cotidiana). Ya se-
ría por situaciones anómalas a las corrientes
(pagos indebidos, dietas políticas, corrupción)
que esto podría darse, pero en la ejecución nor-
mal de las actividades ello no influye directa-
mente en su labor. Para eso están los sistemas
de responsabilidad civil2 y penal3que establece

la misma ley para evitar esas situaciones. Y se
quiera o no, ellos motivan, atemorizan o coer-
cionan las acciones del juez en su concreta la-
bor judicial. Sí hay situaciones normativas con-
cretas que pensamos tenderían en cualquier
operador jurídico a hacerlo pensar y actuar de
una manera que influye y determine en cierta
forma lo que falle y cómo lo falle. 

¿Estas situaciones también tienden a
crear en el operador jurídico una fidelidad a las
formas tradicionales de resolver los conflictos,
para no “salirse del esquema” o que no lo sa-
quen del puesto por no cumplir a cabalidad con
las reglas del juego? ¿Establecen o determinan
esas normas la forma de decidir un caso? No
podemos negar que no influyen dentro de las
condiciones generales presentadas al operador
jurídico. Son normas que se pretende que ten-
gan algún efecto motivante o atemorizante en
él. Pero en concreto eso es lo que es, uno de los
tantos condicionantes de la posible actividad o
acción que realice. ¿Es ello positivo o negativo,
motivador o un obstáculo para la realización de
efectivas prácticas científicas? Se tendría que
analizar si esas normas son en realidad medios
efectivos para cumplir esa finalidad, la científi-
ca. Pero creo que fueron hechas para otros mo-
tivos y no tanto la búsqueda de precisos contro-
les y elaboración de concisas prácticas
inferenciales. Fueron hechas para evitar, como
motivante, o para sancionar, en la medida que
se apliquen, las prácticas arbitrarias e incorrec-
tas de los jueces, a la luz de los principios de
“buen desempeño judicial” u otros de índole
moral. Podemos observar que como criterio de
orden esa norma perfectamente puede cumplir

2 “Cuando los funcionarios que administran justi-
cia, en el desempeño de sus funciones, infringie-
ren las leyes, la parte perjudicada podrá exigir res-
ponsabilidad contra aquéllos, ante el superior
inmediato de quien hubiere incurrido en la falta,
sin que sea necesario que haya precedido proceso

penal…” Artículo 85. Código Procesal Civil, Ley
nro. 7130, de 16 de agosto de 1989, publicada y to-
mada de La Gaceta Nro. 208, Alcance 35 del 3 de
noviembre de 1989. Véase además artículos 85-95.

3 “Artículo 348. Se impondrá prisión de dos a seis
años al funcionario judicial o administrativo que
dictare resoluciones contrarias a la ley o las funda-
re en hechos falsos…” Código Penal, Ley nro. 4573
de 4 de mayo de 1970 publicada en La Gaceta nro.
257 el 15 de noviembre de 1970, San José, Investi-
gaciones Jurídicas SA, no indica número de edi-
ción, 1993.
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también el papel de medio motivador de prácti-
cas racionales y hasta de sancionador del no
acatamiento de las mismas. De lo mucho que
depende la racionalidad jurídica es de claros
contenidos normativos presentes en las normas
sancionadoras y si ellas no son acatadas su vul-
neración es evidente. Por eso entre esas nor-
mas y la instauración de medidas científicas de
practicar el Derecho se puede establecer una
colaboración recíproca: estas normas fijan jus-
tamente los castigos a las desviaciones de los
contenidos normativos o de las prácticas para
conocer los hechos y las normas y las activida-
des racionales que señalan como ha de hacerse
ese tipo de práctica, dándole por consiguiente
contenido a aquellas normas.

Pensar por el contrario, si esas normas
son obstáculos que tienden a que cualquier
operador jurídico solo siga (como siempre lo ha
hecho), esquemas tradicionales de razonar, jus-
tamente porque lo “motivan” a seguir en ellas,
o si lo coercionan a continuar sus labores inte-
lectuales corrientes por temor a cometer erro-
res que le pueden costar económica (el salario)
o laboralmente caro (el cargo); son cuestiones
que no se pueden discutir aquí, sin casos con-
cretos u objetos de análisis específicos que real-
mente se puedan observar. Ello nos llevaría a
lugares posiblemente muy “alejados” y con po-
ca utilidad explicativa en este momento.

2) El sistema de jerarquía de los funcio-
narios judiciales permite el descargo de respon-
sabilidad del redactor de una resolución me-
diante la ratificación del superior del resultado
de esa resolución, lo que produce una inmuni-
dad de los verdaderos actores o productores del
fallo4. El descargo de la obligación de responsa-
bilidad del juez, desde el punto de vista del re-
clamo civil o penal de responsabilidad, tiene
sus pro y sus contras, que tiene que ser resuel-
to como una selección (que la ley hizo y fue a

favor de la protección del juez y su cargo) entre
la protección del juez ante posibles reclamos de
cualquier persona interfiriendo en su trabajo y
los intereses del reclamante para ver satisfe-
chos sus reclamos. Se escoge la protección del
juez redactor si se confirma la decisión obteni-
da. Una ventaja para el juez obviamente es su
descargo de responsabilidad, pero una desven-
taja es que se implanta un medio que permite
la impunidad del juez o de los jueces por esos
fallos en la eventualidad de ser errados (y ¿có-
mo saber si son errados o no si no hay mecanis-
mos estrictos de control metódico-científico-
jurídico de fallos?) Y desde nuestro punto de
vista, este sistema de descargo de responsabili-
dad por ratificación del fallo por parte del supe-
rior, provoca controles (y mantenimiento de
los mismos) poco estrictos de verificación de
las conclusiones jurídicas, ya que tiende a crear
en algunos jueces de rangos inferiores la con-
vicción o la creencia de que si no fallan, como
han fallado sus superiores, estos pueden no
confirmarles sus decisiones y acarrearles situa-
ciones que los exponen a esos reclamos y esas
responsabilidades.

Claro, tampoco ha de pensarse que un
juez superior confirmará un fallo errado. Lo
revocará y mandará que se corrija, pero la for-
ma acientífica de decidir la resolución de un
caso seguirá existiendo con las consecuencias
ya indicadas.

Este tipo de sumisión (el de las debidas y
no debidas decisiones) es parte de cualquier
procedimiento que tiene que instaurar una se-
rie regular de conductas o de acciones (los fa-
llos) ante casos similares o repetitivos. Pero su
establecimiento tiene que hacerse con procedi-
mientos más estrictos de los simplemente utili-
zados hoy en día. La simple enseñanza técnico
jurídica del juez (y no el adiestramiento cientí-
fico ni sistemático en lógica, semiótica y meto-
dología científica jurídica, por decir algo), no se
tiene únicamente que recalcar. No pueden ser
los simples hábitos jurisprudenciales los que
prevalezcan así porque así. Si las conclusiones
jurídicas, en la medida de lo posible, son ade-
cuaciones prácticas a casos concretos que se
han presentado siguiendo un criterio X, no de-
jan de ser apreciaciones de un grupo de perso-
nas que por el cambio de integrantes pueden

4 “Artículo 89. Confirmación. La confirmación del
superior libra de responsabilidad al juzgador que
dictó la sentencia o auto que sea motivo de las de-
mandas de responsabilidad…” Código Procesal Ci-
vil, Ley nro. 7130, de 16 de agosto de 1989, publi-
cada y tomada de La Gaceta nro. 208, Alcance 35
del 3 de noviembre de 1989.
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variar. Si se dieran conocimientos y metodolo-
gías de estudio científico, este tipo de situacio-
nes no se presentaría, o al menos, alcanzarían
una resolución más perdurable y sólidamente
fundada. Y dependería menos de aclaraciones
terminológicas y más sobre descripciones o
normaciones y acuerdos serios de nociones
precisas, la decisión de un caso concreto con X

o Y fundamentos.

3) Problema aun mayor se plantea en el
campo jurídico y específicamente en la labor
argumentativa-científica con la instauración
de la obligación de seguir los fallos del supe-
rior al establecer que la jurisprudencia es
fuente de Derecho5.

Al operador jurídico se le ordena en el
caso de nuestro país, la utilización de la Juris-
prudencia, como norma de rango legal cuando
haya ausencia de leyes que regulen una situa-
ción determinada. Esto lo que significa es que
los reiterados fallos de un Tribunal Superior o
de una Sala de la Corte Suprema de Justicia
tienen que ser seguidos por parte del operador
jurídico de rango inferior como normas es-
trictas de regulación de un caso concreto. No
se puede negar que los que posiblemente re-
dactaron eso tenían en mente que con la juris-
prudencia se pueden resolver muchos sino ca-
si todos los problemas que presenta la técnica
legislativa (sobre todo las omisiones, confusio-
nes, casos no previstos, etc.). Tal intento es
encomiable pero solo eso. No se puede ver en
esa estipulación un medio por el cual se trate
de solventar muchos de los problemas reales y
de modo científico que tiene la aplicación con-
creta del Derecho. 

Muchas veces sucede y así pasa que los fa-
llos jurisprudenciales, por decirlo llanamente, no
son todos correctos. No tienen todos una funda-
mentación completa y precisa como la que se lo-
graría con los métodos estrictos de fundamenta-
ción racional. Lo que hace la ley es establecer
una vía científicamente poco útil para resolver
las omisiones normativas. Allí no hay controles
de lo dicho, ordenado o fundamentado. Si no se
dice cómo se fundamentó, las revisiones críticas
de los mismos no se pueden hacer, por parte de
otras personas y solo pueden hacerse por parte
del mismo operador jurídico, pero ya en otro ca-
so porque sobre el mismo caso se sabe que un
juez no puede cambiar su decisión6. Este es otro
determinante (¿positivo o negativo para el desa-
rrollo de actividades científicas?) de los procesos
fundamentadores de decisiones, en este caso de
los procesos civiles, además de que lo que se de-
cida ha de estar sujeto a lo que simplemente soli-
citaron las partes7. Solo enunciaremos estos últi-
mos puntos ya que su posible discusión
corresponde al choque o preponderancia de cier-
tos fines concretos sobre otros en diversa jerar-
quía; bien puede ser que sea la “rectitud o perfec-
ción del fallo” en el primer caso, versus la “no
puesta en duda de la imparcialidad del juez”, o de
la “congruencia lógica” versus evitar posibles “ar-
bitrariedades o liberalidades del juez”. Seleccio-
nes que con controles precisos no tendrían que
ser tan tajantes y contradictorias como las que
dice la ley, sino que pueden ser otras o hasta par-

5 “… Artículo 5. Los principios generales del Dere-
cho y la Jurisprudencia servirán para interpretar,
integrar y delimitar el campo de aplicación del or-
denamiento escrito y tendrán el rango de la norma
que interpreten, integren o delimiten. Cuando se
trate de suplir la ausencia y no la insuficiencia de
las disposiciones que regulen una materia, dichas
fuentes tendrán rango de ley…” Ley Orgánica del
Poder Judicial, Ley nro. 7333 de 5 de mayo de 1993
publicada en la Gaceta Nro. 124, Alcance 24 de 1 de
julio de 1993. (cursiva es nuestra).

6 “… Artículo 158. Aclaración y adición. Los jueces y
los tribunales no podrán variar ni modificar sus
sentencias, pero sí aclarar cualquier concepto os-
curo o suplir cualquier omisión que contengan so-
bre punto discutido en el litigio. La aclaración o
adición de la sentencia sólo proceden respecto de
la parte dispositiva…” Código Procesal Civil, Ley
nro. 7130, de 16 de agosto de 1989, publicada y to-
mada de La Gaceta nro. 208, Alcance 35 del 3 de
noviembre de 1989.

7 “… Artículo 99. Congruencias. La sentencia se dic-
tará dentro de los límites establecidos por la de-
manda. Es prohibido para el juez pronunciarse so-
bre cuestiones no debatidas respecto de las cuales
la ley exige la iniciativa de la parte”. Código Proce-
sal Civil, Ley nro. 7130, de 16 de agosto de 1989,
publicada y tomada de La Gaceta nro. 208, Alcance
35 del 3 de noviembre de 1989.
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ticipar ambas en diversos grados y dependiendo
de la disciplina jurídica que sea. Elección que es,
por ahora, insustancial exponer o escoger, ya que
eso, el legislador lo hizo y plasmó en la ley. Aun-
que, como se ve, esa no es la única opción.

4) El sistema disciplinario de la Corte
Suprema de Justicia establece patrones de
comportamiento que regula en el desempeño
intelectual de sus funcionarios, otro determi-
nante de la labor fundamentadora del juez.

El Poder Judicial como institución social
establece un patrón de conducta específico para
sus integrantes, son funcionarios públicos, son
autoridades que tienen que establecer decisio-
nes jurídicas8.

El juez como autoridad pública tiene una
serie de regulaciones que dirigen su conducta en
el desempeño de sus funciones. Entre las que nos
interesan destaca el hecho que se sanciona disci-
plinariamente los incumplimientos a las funcio-
nes básicas de la judicatura, como faltas gravísi-
mas9 o graves10 las incorrectas actuaciones o
señalamiento indebido de decisiones jurídicas o
resoluciones de los casos, que sean por otros mo-
tivos, distintos a los estrictamente jurídicos. Que
sea o no a causa de una función y no alguna fina-
lidad científica no excluye la posibilidad de apro-
vechar sus controles y consecuencias. 

Ante ello se puede señalar que uno de los
presupuestos sociales e institucionales para el
desarrollo de algunos puntos de las actividades
científicas, es que estas tienen que ser objetiva-
mente plasmadas en la infraestructura misma
del Poder Judicial. Cuando se dice infraestruc-
tura se entiende no solo todos aquellos medios
materiales que sirven de soporte no solo para
albergar a las personas, sino que también tien-
den a darles y crearles un hábitat social en el
cual se han o se pueden establecer nuevos hábi-
tos de conducta, en nuestro caso serían de tipo
más científico, que pretendan establecer tipos
concretos de conductas reiteradas en los opera-
dores jurídicos para la resolución racional y
científica de sus casos.

Así en concreto, el mayor o menor desem-
peño de las actividades intelectuales científicas

8 “… Artículo 3. El juez, alcalde o agente fiscal que
conozca de un proceso tendrán facultades para or-
denar lo que corresponda, en el cumplimiento de
sus funciones…”
“… Artículo 5. Los tribunales no podrán excusarse
de ejercer su autoridad o de fallar en los asuntos de
su competencia por falta de norma que aplicar y
deberán hacerlo de conformidad con las normas
escritas y no escritas del ordenamiento, según la
escala jerárquica de sus fuentes…”
“… Artículo 8. Los funcionarios que administran
justicia no podrán: 1. Aplicar leyes u otras normas
o actos de cualquier naturaleza que sean contra-
rios a la Constitución Política. Si tuvieren duda so-
bre la constitucionalidad de esas normas o actos,
deberán hacer la consulta correspondiente a la ju-
risdicción constitucional. Tampoco podrán inter-
pretarlos o aplicarlos de manera contraria a los
precedentes o jurisprudencia de la Sala Constitu-
cional. 2. Aplicar decretos, reglamentos, acuerdos y
otras disposiciones que sean contrarias a la ley…”
“… Artículo 162. La facultad de administrar justi-
cia se adquiere con el cargo al que está anexa y se
pierde o suspende para todos los negocios, cuando,
por cualquier motivo, el juez deja de serlo o queda
suspendido temporalmente en sus funciones”.
“… Artículo 165. Todo juez tiene limitada su
competencia al territorio y a la clase de asuntos
que le estén señalados para ejercerla; las diligen-
cias que los procesos de que conozca exijan se ha-
gan en el territorio de otro juez, sólo se podrán
practicar por medio de este, salvo autorización le-
gal en contrario.”
Todas los anteriores artículos son de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial, Ley nro. 7333 de 5 de ma-
yo de 1993 publicada en La Gaceta nro. 124, Al-
cance 24 de 1 de julio de 1993.

9 Sobre el régimen disciplinario véase de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial, los artículos que van del
174-223. 
“… Artículo 191. Se consideran faltas gravísimas.
3. El abandono injustificado y reiterado del desem-
peño de la función… 6. Las acciones u omisiones
que generen responsabilidad civil…” Ley Orgánica
del Poder Judicial, Ley Nro. 7333 de 5 de mayo de
1993 publicada en La Gaceta nro.124, Alcance 24
de 1 de julio de 1993.

10 “… Artículo 192. Se consideran faltas graves. 2. La
infracción de las prohibiciones o deberes estableci-
dos en la presente ley… 8. El retraso injustificado
en el Despacho de los asuntos, o en su resolución
cuando no constituya una falta más grave…” Ley
Orgánica del Poder Judicial, Ley nro. 7333 de 5 de
mayo de 1993 publicada en La Gaceta nro. 124, Al-
cance 24 de 1 de julio de 1993. (cursiva es nuestra).
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en el ámbito jurídico es posible realizarlo, en
parte, si se dan para ellos motivantes institu-
cionales, desburocratización11, y la implanta-
ción de los concretos mecanismos científicos
de control de juridicidad de los fallos. La im-
plantación de los mismos y su efectividad de-
penderá del resultado entre el análisis de los
costos de la implantación de una estructura
(nuevos funcionarios, nuevos órganos, oficinas,
equipos, centros de capacitación, etc.) y benefi-
cios materiales y funcionales que se obtengan
(aumento de la “calidad” de las decisiones, sal-
dos positivos entre los casos presentados y los
resueltos, tiempo de duración de los procesos
hasta su resolución final, eficiencia cualitativa
y cuantitativa de las resoluciones judiciales,
costos presupuestarios). Y de que ese resultado
quiera, ser, con los costos y el dinero corres-
pondiente y existente, llevado a la práctica. 

… cuán estrictos tengan que ser los cri-
terios para estimar razones dependerá de
lo que ande en juego, de cuán importan-
te o serio pueda ser el error, de cuánta
energía, cuánto tiempo y cuántos recur-
sos habría que dedicar al empleo de pro-
cedimientos que satisficieran esos crite-
rios más estrictos, de la naturaleza
general de la empresa, etc. Si hay distin-
tos grados de rigurosidad, podemos

abordar la cuestión misma de qué proce-
dimientos usar como un problema de de-
cisión, calculando los costes y los benefi-
cios de cada procedimiento en su
contexto específico…12.

Eso confiando que las diversas “interpre-
taciones políticas” (equilibrios inestables de
compromisos) de estos cambios (a los cuales
están sometidas las modificaciones infraestruc-
turales —modificaciones de las leyes orgáni-
cas— y económicas —presupuesto—) no las
obstaculicen, o tergiversen, utilizándolas como
medios para cualquier otro asunto, menos para
justamente lo importante que es llevar a la
práctica, tales modificaciones.

No solo de las estructuras en donde tra-
baja el juez, o las funciones que desempeña co-
mo funcionario público, o el tipo de especiali-
zación concreta en el desarrollo de sus
actividades intelectuales, es lo que únicamente
determinan en parte las prácticas racionales del
Derecho. Es también necesario, la existencia de
ciertos presupuestos personales e individuales
del operador jurídico para que tal situación se
lleve a cabo.

LAS CONDICIONES PERSONALES
E INDIVIDUALES DEL JUEZ

De todos los presupuestos personales e in-
dividuales pensables o imaginables, definitiva-
mente el más importante es la voluntad y el inte-
rés mismo que tenga el operador jurídico en
seguir y cumplir una serie de pautas tan estrictas
y poco cómodas como las de índole científico.

… la clave del asunto es que la impor-
tancia de la racionalidad no descansa
en el fondo en su papel como caracteri-
zación descriptiva del proceder huma-
no (cómo funciona la gente), sino en su

11 “… C. Northcote Parkinson ha presentado el fenó-
meno socio-administrativo con un humor un poco
estridente, bajo el título de las leyes de Parkinson:
Todo trabajo se dilata indefinidamente hasta llegar
a ocupar la totalidad del tiempo disponible para su
completa realización. Admitiendo pues, que el tra-
bajo en general (y de un modo especial el concer-
niente a toda suerte de papeleo) es en sí tan elástico
en cuanto al tiempo que su realización exige, pode-
mos afirmar que no existe la menos relación entre
una determinada tarea y el tiempo que debe absor-
ber. De una falta de diligencia no debe forzosamen-
te inferirse la ociosidad del agente. Una ocupación
mínima no presupone la pereza del que anda en-
frascado en ella. La tarea pendiente va adquiriendo
mayor importancia y complejidad en razón directa
del tiempo disponible…” Huisman (Denis) director
de, Enciclopedia de la Psicología, Barcelona, Plaza
& Janez SA, 1978, p. 315. (artículo de Dibie (Jean),
La función pública, págs. 311-319).

12 Nozick (Robert), La naturaleza de la racionalidad,
Barcelona, Ediciones Paidós Iberoamérica SA, Pri-
mera edición en castellano, 1995, p. 138 (Traduc-
ción de Antoni Domènech de la edición en inglés
“The nature of rationality”, New Jersey, Princeton
University Press, 1993).
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papel normativo en tanto indicación de
cómo la gente debería funcionar en rela-
ción con intereses superiores de sus
preocupaciones cognoscitivas y prácti-
cas. La racionalidad, como la moralidad,
tiene un peso normativo y concierne a lo
correcto, lo apropiado, las formas inteli-
gentes de hacer las cosas y no al curso de
acontecimientos meramente usuales o
habituales. Las normas de racionalidad,
como las de moralidad, de ninguna ma-
nera se ven afectadas o invalidadas por el
hecho de que la gente las viole… 13.

Y esto básicamente nos lleva a dos pun-
tos sencillos de señalar: que personalmente
fuera de otras observaciones de tipo psicológico
(psicología de la automotivación, etc.) el real y
efectivo desarrollo de una serie de pautas racio-
nales en el campo jurídico dependerá de la
elección y adopción de la racionalidad científi-
co-jurídica y de los modelos científicos estric-
tos como finalidades a conseguir, alcanzar y
mantener en el campo jurídico, por parte de los
participantes de esta labor.

¿Y LA LÓGICA Y LA CIENCIA,
DÓNDE ENTRAN EN JUEGO?

En nuestro concreto objeto de estudio,
significaría que son los jueces en concreto que
componen el Poder Judicial quienes tendrían,
si quisieran implantar procedimientos científi-
cos de fundamentación jurídica, que elegir y
adoptar realmente ese tipo de racionalidad y fi-
jarlos como finalidad a alcanzar. 

Podría señalarse que las verdaderas fina-
lidades que busca un órgano jurisdiccional es
resolver los casos. Esto no está fuera de la ra-
cionalidad científico-jurídica. Lo verdadera-
mente importante está en cómo se resuelven

los casos, cuales son los medios, métodos o
procedimientos utilizados y la racionalidad
científico-jurídica trata de señalar los menos
malos, los menos ineficientes y los que ten-
drían algún provecho mayor que los que ahora
se tiene en la resolución de los casos.

Ello conlleva por consiguiente la bús-
queda, elección y adopción de los medios efec-
tivos, por los cuales, se pueda llevar a cabo la
realización de toda esa serie de procedimientos
denominados racionalidad jurídica. Estos últi-
mos, simplemente que, los que se desempeñen
en este tipo de prácticas, han de ser personas
que cumplan con los requisitos de idoneidad
intelectual, sea por su gran conocimiento ad-
quirido por capacitación o adiestramiento en
este tipo de conocimientos y procedimientos
que conforman la racionalidad jurídica. No so-
bra decir, cuando uno simplemente está reco-
mendando, que como en toda disciplina, para el
desempeño, al menos no inadecuado de ellas,
han de ser personas competentes las que inte-
gren los órganos jurisdiccionales (sea por de-
mostración científica o prueba de sus verdade-
ras y útiles capacidades) y quienes realicen
(ellas y no otras personas) esas funciones.

Pero como bien señala Haba, al respecto,
aunque tal situación fuera hipotéticamente
pensable, es y será siempre latente que:

… los seres humanos piensan y actúan
racionalmente, como lo hacen, sólo en
esferas bastantes limitadas de los com-
portamientos habituales. Por lo general,
consiguen ser racionales únicamente
cuando, ante todo, no los ciega sus emo-
ciones, incluidas las de origen ideológi-
co (convicciones políticas, religiosas,
etc.). Casi siempre, la conducta racional
de cada cual no va más allá hasta donde
alcancen sus conocimientos reales del
asunto, esto es, el restringido ámbito de
ciertos tipos de experiencias propiamen-
te personales de la vida cotidiana (amis-
tades, negocios, etc.). En lo demás, tan-
to en la forma de conducir su vida
personal como en la generalidad de las
conductas que forman la coordinación
macrosocial, y más que nada en todo
—¡y es mucho!— cuando depende de su

13 RESCHER (Nicolas), La racionalidad, Madrid, Edi-
torial Tecnos SA, Primera Edición en español,
1993, p. 217 (Traducción de Susana Nuccetelli de
la edición en inglés “Rationality. A Philosophical
Inquiry into the Nature and the Rationale of Rea-
son”, Oxford University Press, 1988).
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(in)comprensión de las fuerzas reales que
producen esa coordinación, la gente en-
tiende y actúa, de hecho, movida princi-
palmente por impulsos que no somete a
reflexiones racionales: intereses (opues-
tos), costumbres, fantasías ideológicas,
prejuicios estereotipados, la “opinión pú-
blica” (i.e. lo que opinan las grandes cade-
nas de televisión y los periódicos de mayor
venta), múltiples presiones personales,
sentimientos de toda clase, etcétera. Esto
hace que, en la práctica, el “orden” social
sea un tejido extremadamente contradic-
torio de conductas y de ideas. Tales con-
tradicciones pasan a poblar igualmente lo
que es el conjunto de la teoría y de la prác-
tica del derecho. Por eso, cualquier inten-
to de encarar el estudio de una sociedad o
su derecho como si fuera un sistema ra-
cional, conduce inevitablemente a perder
contacto con los factores reales que la ha-
cen funcionar, cuya racionalidad es de al-
cances muy parciales...”14. 

Predominando las predisposiciones per-
sonales o sociales latentes y ya anteriormente
explicadas. Por ello lo que se quiso evidenciar,
en este artículo, fueron algunos de los aspectos
del panorama, poco descrito, de la labor jurídi-
ca cotidiana. Solo se intentó mostrar, los múl-
tiples condicionantes que realmente entran en
juego en las personas que tienen el “verdadero”
y “válido” ejercicio del poder en una sociedad.
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